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El pasado 20 de agosto, en 
Ecuador, se realizó un plebisci-
to cuya consulta fue “¿Está de 
acuerdo con que el gobierno ecua-
toriano debería mantener los cam-
pos petroleros de ITT, conocidos 
como Bloque 43, indefinidamen-
te bajo tierra?”. El 59,14% de los 
ecuatorianos votó “SI” al cese de 
las operaciones frente al 40,86% 
que votó “NO” a detener la acti-
vidad del yacimiento que opera la 
empresa estatal Petroecuador.

Este hito llevado adelante por 
el movimiento ambientalista Ya-
sunidos, conjuntamente con los 
pueblos indígenas, lograron luego 
de una larga contienda judicial de 
casi una década, la autorización 
por parte de la Corte Constitucio-
nal para la realización de la con-
sulta popular.

La explotación en Yasuní co-
mienza como consecuencia del 
fracaso, en 2013, del intento de 
tutela de dicho parque formula-
do por el entonces presidente Ra-
fael Correa. La propuesta consis-
tía en no extraer 850 millones de 
barriles de petróleo a cambio de 
una compensación económica in-
ternacional. Fue así que en 2016 
comienza la explotación del Blo-
que 43-ITT.

De acuerdo al fallo, el Estado 
tiene un año de plazo para des-
mantelar las instalaciones de ma-
nera progresiva y ordenada, pese 
que el retiro tomaría al menos cin-
co años ya que allí existen alre-
dedor de 230 pozos en funciona-
miento, cuyo cierre y desarmado 
conlleva la aplicación de ciertos 
protocolos, que pueden retrasar 
incluso la restauración completa 
de la zona. El mismo será llevado 
a cabo por el propio Estado, dán-
do inicio a un modelo de conser-
vación y reconocimiento de au-
todeterminación económica a los 
pueblos que la habitan. La sen-

tencia del Máximo Tribunal no po-
see efectos retroactivos, es decir, 
que las concesiones hechas antes 
del referendo continuarán. 

Antecedentes de tutela. 
En 2010, el por entonces pre-

sidente Rafael Correa, crea junto 
al PNUD, el Fondo Fiduciario Ya-
suní-ITT. Esta iniciativa propo-
nía no extraer cerca de 850 mi-
llones de barriles de petróleo, lo 

que permitía evitar la emisión 
de 407 millones de toneladas de 
CO2, ello a cambio de una com-
pensación económica estimada 
en 3.600 millones de dólares por 
parte de la comunidad internacio-
nal. Se planteaba entonces, fren-
te a los resultados limitados al-
canzados en el Protocolo de Kio-
to, una nueva alternativa: la parti-
cipación activa con acuerdos vin-
culantes de países no incluídos en 
el Anexo I del Protocolo; La inclu-
sión de las emisiones evitadas por 
la no extracción de combustibles 
fósiles en países megadiversos en 
vías de desarrollo. Se podría aña-

dir además,  la propuesta de de-
forestación evitada, tema también 
en discusión.

Ello por cuanto los mecanis-
mos de desarrollo limpios (MDL), 
en auge por aquél entonces y 
existentes a la fecha, solamente 
compensan la contaminación por 
gases de efecto invernadero a la 
atmósfera de emisiones ya reali-
zadas y -en sentido estricto- no 
las reducen.

Rafael Correa en su libro 
“Ecuador: de Banana Republic 
a la No República” sostiene que 
“Los bonos, uno de los tres me-
canismos de reducción de emi-
siones propuestos en el Proto-
colo de Kyoto del año 1997, son 
transables y cada uno representa 
el derecho a emitir una tonelada 
de dióxido de carbono. Se ha re-
conocido que estos primeros in-
centivos fueron insuficientes, in-
eficientes e injustos, entre otras 
razones, porque el sistema pre-
miaba a los países que reforesta-
ban pero impedía a los países que 
no habían deforestado cuyos bos-

ques ya estaban contribuyendo a 
la absorción de CO2. Por ello, ac-
tualmente, se discute la posibili-
dad de pagar a los países en desa-
rrollo por el valor del carbono al-
macenado en sus bosques, para 
evitar de esta forma la deforesta-
ción y dar un atractivo financiero 
al manejo forestal sostenible, es 
lo que se conoce como mecanis-
mo REDD (Reducing Emissions 
from Deforestation in Developing 
Countries) (…). La idea de com-
pensar la deforestación evitada 
es sólo parte de un concepto más 
amplio que es compensar la con-
taminación neta evitada. Si se am-
plían los incentivos de Kyoto ha-
cia dicha contaminación neta evi-
tada, se podría dar un giro revolu-
cionario en los intercambios inter-
nacionales, al permitir convertir a 
muchos países –sobre todo a los 
que están en vías de desarrollo-- 
en exportadores de servicios am-
bientales. En particular, revolu-
cionaría las políticas energéticas.

¿Cuáles eran entonces los be-
neficios de este tipo de propues-
tas? La no emisión de CO2 en la at-
mósfera; la preservación de la ri-
queza biológica; el respeto por las 
culturas indígenas; el apoyo en la 
transición de “economías extracti-
vas”, basadas en la explotación del 
petróleo u otra energía contami-
nante, a un modelo sustentable de 
desarrollo, con amplio empleo de 
fuentes renovables de energía, res-
peto con la biodiversidad y equi-
dad social. Las emisiones reduci-
das y evitadas de CO2 originadas 
en la conservación de los ecosiste-
mas, la reforestación y el desarro-
llo de fuentes limpias de energía.

Proponía para ello una instan-

cia internacional donde los bienes 
ambientales de países endeuda-
dos cobrara el consumo de dichos 
bienes ambientales a los países 
industrializados contaminadores, 
una especie de “deuda ecológica”. 

Sin embargo, seis años des-
pués, la iniciativa fue cancelada al 
no lograr recaudar el dinero espe-
rado; ante lo cual y muy a su pe-
sar, el gobierno decidió otorgar la 
autorización para el comienzo de 
la exploración.

Solidaridad generacional 
Este precedente reviste una 

inmensa relevancia no solo en tér-
minos jurídicos y democráticos, 
sino que devela un gran compro-
miso social y ambiental del pue-
blo ecuatoriano, como así también 
admirable solidaridad generacio-
nal internacional.

En términos políticos como 
económicos el debate es comple-
jo, ya que nos encontramos fren-
te a consideraciones no meno-
res en países en vías de desarro-
llo como es el crecimiento econó-
mico. En este caso, al ser Yasuní 
un Parque Nacional con la tutela 
legal que dicha declaración pre-
vé, es lógico inferir el reclamo y 
defensa del pueblo en la preser-
vación del mismo, lo que no sig-
nifica de ningún modo negarse a 
la explotación de los recursos. La 
discusión debería centrarse de 
qué manera se realiza, la mitiga-
ción de sus efectos y la diagrama-
ción de políticas públicas y priva-
das para una transición económi-
ca, social y ambiental justa e in-
clusiva, a través de un diálogo so-
cial eficaz entre todos los grupos 
y sectores involucrados.«

Por Mariana Galli Basualdo
Consultora ambiental de la 
Fundación Observatorio de 
Responsabilidad Social (FORS).

Referéndum ambiental histórico
Ecuador y su decisión de tutelar la biodiversidad ante el avance extractivista en la Reserva de Yasuní. 

La discusión debería centrarse 
de qué manera se explotan los 
recursos y cómo se realiza la 
mitigación de sus efectos.
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